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Importancia del 
Ministerio Público 

Soledad Alvear 
Abogada 

  

oy por hoy la mayor preocupación que manifiestan los ciu- 
dadanos en todas las encuestas de opinión pública es el in- 
cremento de la delincuencia, especialmente con la comi- 

sión de delitos a los que no estábamos acostumbrados en 
nuestro país como homicidios con armas de gran poder de 

fuego, secuestros, extorsiones, perpetrados especialmente por bandas 
criminales asociadas a la delincuencia organizada transnacional. 

Para hacer frente a dicho fenómeno delictivo que causa altos niveles 
de seguridad ciudadana resulta vital fortalecer el rol del Ministerio Pú- 
blico. 

Esta institución, que cumple recién un cuarto de siglo de existencia 

desde su instalación, constituye un órgano autónomo constitucional que 
tiene como misión, según nuestra Carta Fundamental, la de dirigir en 
forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, 
los que determinen la participación punible y los que acrediten la ino- 

cencia del imputado y, en su caso ejercer la acción penal pública en la 
forma prevista por la ley. De igual manera, le corresponde la adopción 
de medidas para la protección de las víctimas y a los testigos. 

La creación del Ministerio Público implicó una reforma trascenden- 
tal en nuestro sistema de enjuiciamiento criminal que evolucionó, 

sólo a partir de fines del siglo XX, desde un sistema inquisitivo, secre- 
to y escriturado en el que el juez del crimen investigaba, acusaba y dic- 
taba sentencia a un sistema acusatorio, oral, público y contradictorio 
en que el Ministerio Público asume las funciones que la Constitución 

y la ley le encomiendan y realiza la persecución penal bajo en control 
de un juez de garantía y luego existe una instancia de juicio oral ante 
un tribunal colegiado. Los imputados, por su parte, tienen derecho a 
la defensa, para lo cual también existe la Defensoría Penal Pública. 

Enfrentar los fenómenos delictivos complejos como lo son los de la 
delincuencia organizada transnacional requieren de un Ministerio Pú- 
blico fortalecido que pueda utilizar todas las herramientas del Estado 
de Derecho para perseguir estos crímenes, realizando las investigacio- 

nes en colaboración con la policía y acumular las pruebas que conduz- 
can a identificar a los responsables de los mismos para llevarlos a jui- 

cio y en su caso obtener las condenas por los delitos perpetrados, per- 
mitiendo el desbaratamiento de las bandas criminales y evitando que 

estos crímenes queden impunes. 
Para este propósito resulta necesario dotar al Ministerio Público de 

todos los recursos profesionales, técnicos y financieros necesarios para 
cumplir eficientemente su labor. 

Desbaratar estas bandas del crimen organizado transnacional y lo- 
grar que se haga justicia con las herramientas del Estado de Derecho, 
logrará de manera legítima restaurar el clima de seguridad ciudadana 
que nuestra población necesita angustiosamente para sentirse segura 

y con ello fortalecerá el sistema democrático alejando las tentaciones 
populistas tan en boga hoy en distintas partes del mundo. 

  

Y después del acuerdo 
de cese al fuego ¿qué?    
Jaime Abedrapo 
Director del Centro de Derecho 
Público y Sociedad USS 

a llegada de Donald Trump a la Casa Blanca permitió el 
acuerdo alcanzado entre Israel y Hamas que hizo silenciar 
las máquinas de guerra tras 16 meses de asesinatos y des- 

trucción. El plan acordado consiste en tres fases en un con- 
texto que nos permite afirmar que es altamente probable 

que se quebrante. Por tal razón, si realmente el sistema interna- 
cional considera buscar caminos de paz, se debe imponer el de- 
recho internacional entre los beligerantes. Es decir, desempolvar 
la Carta de las Naciones Unidas e intentar hacer un ejercicio casi 
único durante la historia del conflicto en Medio Oriente: hacer que 
se cumplan las disposiciones y resoluciones del sistema interna- 

cional por parte de Israel, Estados Unidos y sus aliados. 
La creación de dos estados sobre Palestina nació precisamente 

desde las Naciones Unidas (1947). Uno de ellos era para el pueblo 
árabe preexistente y otro para los judíos provenientes principal- 

mente desde Europa. La ONU no fue capaz de canalizar el con- 
flicto. 
Actualmente se ha requerido el pronunciamiento de los órga- 

nos jurisdiccionales más relevantes del sistema: el Tribunal Inter- 
nacional de Justicia (Caso Sudáfrica v/s Israel) y la Corte Penal In- 

ternacional que está investigando crímenes internacionales co- 
metidos en Palestina y ha ordenado la detención del Primer 
Ministro de Israel, su ex ministro de Defensa y líderes de Hamas. 
Por lo tanto, si la actitud de las potencias de la OTAN es continuar 

dando garantías a la impunidad de su aliado estratégico y avalar 
la obstaculización de un Estado Palestino, el sistema de Naciones 
Unidas perdería su razón de ser, y junto con ello la declaración 
de los derechos humanos. 

La comunidad internacional tiene el deber político, ético y ju- 
risdiccional de crear las condiciones para permitir la autodeter- 
minación delos palestinos. No puede insistiren que las partes lle- 
garán a un entendimiento cuando una de ellas -por razones de Es- 

tado- ha buscado tomar posesión efectiva sobre toda Cisjordania 
y hasta hace poco debatía si anexar nuevamente la Franja de Gaza, 
mientras que, por otro lado, la Autoridad Nacional Palestina no 
cuenta con credibilidad frente a sus representados (el pueblo pa- 
lestino), ya que su papel ha sido acomodarse en la administración 
de la ocupación desde el fracasado proceso de Oslo (1993). 

En consecuencia, las Naciones Unidas (UNRWA) deben garan- 
tizar la entrada de ayuda humanitaria a Gaza como primera acción, 

luego facilitar la reconstrucción, para posteriormente crear con- 
diciones que permitan la creación de un hogar nacional palestino 
sin más dilaciones. Setenta y seis años de constante violación a los 
derechos de los palestinos y 16 de meses de un posible genocidio 

aojos del CPI debieran ser suficientes para resolver la “cuestión pa- 
lestina”. 

  

ESPACIO ABIERTO 

Pensiones, un 
acuerdo que se 
debe honrar 

Hernán Larraín F. > 
Abogado y a 
profesor universitario y e» 

uego de años de dimes y diretes, gobier- 

no y oposición lograron acuerdo en 
materia de pensiones. Y como era de es- 
perar, éste no satisfizo a sectores de 
ambos lados del espectro pues, esti- 

man, solo es válido lo que “yo” pienso y ceder 

es sinónimo de debilidad o entreguismo. 
Esa actitud me hizo recordar el último proce- 

so constitucional, como miembro de la Comisión 
Experta, donde logramos consensuar una in- 

mensa variedad de materias. Sin embargo, al pa- 
sarla decisión al Consejo Constitucional, sein- 
trodujeron cambios duros que hicieron que la 
minoría de ese organismo nolos aceptara. Peor, 

gatilló el rechazo ciudadano. 

Fue lamentable. De haberse aprobado algo 
como el texto de los expertos, hoy no tendría- 
mos el dilema de tener que ir por la reforma del 
Estado, ni la urgencia de cambiar el régimen 
político o modernizar la Justicia: pudo más la 
tentación fundamentalista. 

Asimismo, he advertido quejas respecto de 

este pacto que reproducen ambigúedades y 
recelos. Se esgrime que pasar del 10% al16% (+1) 
de cotizaciones significará un costo para la 

economía y el empleo. Eso seentiende, pero se 
olvida decir que el proceso será gradual y que 
al mismo tiempo parte sustantiva de la mayor 

cotización será ahorro, esto es inversión pro- 
crecimiento. Más importante aún: ¿alguien 

cree que no se debería efectuar este aumento 
de aportes? ¿Existe otra alternativa a su finan- 

ciamiento que no sea el alza de cotizaciones? 
Se cuestiona el préstamo de 1,5 puntos del 

incremento, para apoyar las actuales bajas 
pensiones. Es cierto que cuesta entenderlo, 
pero poquito. Al final del día, esa cotización for- 
ma parte de la cuenta personal del trabajador 
desde el primer día, es de su propiedad y he- 
redable. Entonces se sospecha del Estado: no 
va a cumplir. Pero, ¿por qué? El Fisco ha pa- 
gado rigurosamente el bono de reconocimien- 
to establecido hace décadas. 

He visto quejas referidas a que el Estado, vía 

Instituto de Previsión Social y otras atribucio- 

nes, tendrá mayor injerencia regulatoria en el 
ámbito previsional. Es posible que algo de eso 
exista, pero olvidan queel sistema -al final- es 
uno de capitalización individual, con libre 
elección entre administradoras (privadas) y 
con incentivos para una mayor competencia. 

En fin, hay muchas críticas que se repiten sin 
motivos y escasa información. Lo cual no sig- 
nifica que no haya aspectos que cabe revisar y 
corregir y, especialmente, como ha dicho 

Evelyn Matthei, se debe asegurar su sostenibi- 
lidad fiscal. Ese es el camino a seguir, colabo- 
rar en perfeccionar el acuerdo, no derribarlo 
porque no recoge loque “yo” quiero, comoal- 
gunos procuraron enel aludido proceso cons- 
titucional logrando que fracasara. ¿Serán los 
mismos? 

Es tiempo de aprender que en democracia se 
debe convivir con la diversidad, buscando 
convergencias que no constituyen una señal de 
cobardía sino más bien prueba de integridad 

y compromiso con la gente. 
Lo que serequiere ahora es honrar el acuer- 

do con unidad, sin perjuicio del derecho par- 
lamentario a mejorarlo. Actúa de mala fe quien 
anuncia desde ya futuras reformas para insis- 
tir en aquello que no logró incluir en este 
acuerdo. Eso rompería las confianzas y dificul- 
taría gravemente convenir en otros ámbitos, 

cuestión que la ciudadanía exige con urgencia. 
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